IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE HABEAS CORPUS / SOLICITUD DE LIBERTAD CONDICIONAL - Pendiente de resolver recurso de apelación
Para este Despacho la decisión adoptada por el auto del 12 de julio del año en curso, que negó la solicitud de libertad condicional en favor del [accionante], por no haberse acreditado el pago de la multa que le fuera impuesta, en la medida en que es susceptible del ejercicio de recursos, desplaza la necesidad de que el juez constitucional intervenga y se pronuncie sobre el aspecto se considera como constitutivo de prolongación ilegal de la libertad del condenado. (…) [L]a que se insiste, debe ser objeto de análisis mediante la definición de los recursos ordinarios previstos para el efecto. Así las cosas, es evidente que este mecanismo de orden constitucional, resulta improcedente para los reclamos invocados por el actor, pues lo correcto, conforme al esquema jurídico colombiano es que el juez ordinario y no el constitucional, determine si el condenado es beneficiario o no de la libertad que solicita. (…) Por estos razonamientos, el Despacho concluye que la decisión  proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en cuanto concluyó que al juez constitucional no le es dable abrogarse competencia del juez natural del procesado para decidir sobre su libertad, se ajusta al ordenamiento jurídico. 

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejera ponente: LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Bogotá, D.C., veintidós (22) de julio de dos mil dieciséis (2016)

Radicación número: 76001-23-33-000-2016-01068-01(HC)
Actor:
WILLIAM ALEXANDER PAEZ PINZÓN
Demandado: JUZGADO QUINTO DE BRIGADA BOGOTÁ

El Despacho resuelve el recurso de apelación formulado por quien funge a favor del solicitante contra la providencia del 15 de julio del año en curso, proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca. 

I.- LA SOLICITUD

La señora Gabriela Gallego Vargas quien invocó la condición de esposa del recluso, acudió en favor del señor William Alexander Paez Pinzón a efectos de que a través de esta solicitud de habeas corpus, se le conceda la libertad en razón a que considera que existe una prolongación ilícita.

Para explicar tal circunstancia señaló que el señor Paez Pinzón se encuentra privado de su libertad en el centro de reclusión militar del Batallón de Ingenieros Nº 3 “Coronel Agustín Codazzi” de la ciudad de Palmira, con ocasión de la condena que le fue impuesta en virtud de la investigacion penal que se surtiò en su contra y que lo declaró responsable del delito de peculado por apropiación, en la que se le impuso como pena principal la de dos (2) años de prisión y multa equivalente a $5.222.735.

Refirió que en la sentencia penal se ordenò su captura para dar cumplimiento a la pena que le fue impuesta. Que librada la orden correspondiente, fue capturado el 18 de julio de 2015 y trasladado al centro de reclusion militar, lugar donde permanece privado de su libertad.

Consideró que tiene derecho a ser beneficiario de la libertad condicional por haber superado las 3/5 partes de la pena, por tal motivo, solicitó al Juez Quinto de la Brigada le concediera tal beneficio.

Indicó que esta petición fue resuelta por auto interlocutorio del 12 de julio de 2016, decisión en la cual y pese a considerar que se encontraban cumplido el factor objetivo sobre el cumplimiento de las 3/5 partes de la pena, la buena conducta del recluso, el trabajo realizado en el sitio de reclusión y la ausencia de intentos de fuga, negó la libertad bajo el argumento de que el condenado “no ha iniciado el pago de la multa que fue impuesta como parte de la pena principal a cumplir y cuyo monto es de cinco millones doscientos veintidos mil setecientos treinta y cinco pesos $5.222.735”

Señaló que de conformidad con el paragrafo del artículo 3º de la Ley 1709 de 2014, en ningun caso, el goce efectivo del derecho a la libertad, a la aplicación de mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad o de cualquier otro beneficio judicial o administrativo, podrá ser condicionado al pago de la multa.

Que la decisión de la Juez 5º de Brigada (E), a juicio de la solictante, constituye la prolongación injusta de la libertad de su esposo. 

II.- TRÁMITE

La solicitud de habeas corpus le correspondió por reparto al magistrado del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, Jhon Erick Chaves Bravo, quien por auto del 14 de julio de 2016 avocó el conocimiento de este trámite y ordenó notificar de tal decisión al Juez Quinto de Brigada. También solicitó los informes correspondientes en relación con la detención del señor Páez Pinzón al referido Juez y al Comandante del centro de reclusión militar del Batallón de Ingenieros Nº 03 “Coronel Agustín Codazzi”, con sede en la ciudad de Palmira (Valle). 

III.- CONTESTACIONES

1. COMANDANTE DEL BATALLÓN DE INGENIEROS Nº 03

Por escrito visible a los folios 15 y 16 del expediente, el Comandante del mencionado batallón informó lo siguiente:

Que mediante oficio de fecha 22 de julio de 2015 el Juez Quinto de Brigada le remitió la boleta de detención Nº 025, por medio de la cual le solicitó ante el centro de reclusión militar de la unidad táctica del batallón de Ingenieros Nº 3, privar de la libertad al señor SV® PAÉZ PINZÓN WILLIAM ALEXANDER, quien fue capturado por efectivos de la Policía Metropolitana de Santiago de Cali.

Tal detención soportada en que mediante providencia del 1º de septiembre de 2011, el capturado fue condenado a la pena de dos años de prisión y multa de 13.69 salarios mínimos legales mensuales vigentes, por el punible de peculado por apropiación.

Refirió que para el momento de la reclusión se le realizaron al condenado los exámenes de rigor y que actualmente se encuentra privado de la libertad en cumplimiento de la orden del Juez Quinto de Brigada, pero siempre garantizándole un trato digno.

2. JUZGADO QUINTO DE BRIGADA 
La Coronel (E) del Juzgado Quinto de Brigada da cuenta mediante informe visible a los folios 21 a 23 vto., de las circunstancias acaecidas en relación con la privación de la libertad del señor SV ® William Alexander Páez Pinzón y con tal fin, indicó lo siguiente:

1. La condena penal por la cual se encuentra privado de la libertad se profirió el 1º de septiembre de 2011 en la que se le impuso la pena principal de dos (2) años de prisión y multa de $5.222.735.

2. Que se libró orden de captura Nº 1405, la que se hizo efectiva el 18 de julio de 2015 mediante boleta de encarcelación para cumplirse la reclusión en el Batallón de Policía Militar Nº 3.

3. Refirió que el recluso presentó acción de tutela por la presunta violación de los derechos al debido proceso y de defensa, pero le fue negada.

4. Que también solicitó en ejercicio del derecho de petición se le concediera el beneficio de casa por cárcel y permiso especial para trabajar, los que le fueron negados por auto del 20 de octubre de 2015, decisión que dijo, no fue objeto de recursos.

5. Reclamó que se le concediera la libertad condicional en la medida en que cumplió las 3/5 partes de la pena; además, solicitó se le autorizara pagar la multa impuesta en un plazo de 48 meses.

6. Respecto de  esta petición el juzgado se pronunció el 12 de julio de 2016, en el sentido de negar el beneficio solicitado y el pago de la multa en el plazo informado.

IV.- DECISIÓN APELADA

Corresponde a la providencia dictada el 15 de julio del presente año, por el magistrado ponente del Tribunal Administrativo del Valle en la que rechazó por improcedente el amparo constitucional de habeas corpus invocado por el actor.

Consideró como fundamento de su decisión que el habeas corpues es un derecho intangible y de aplicación inmediata, reconocido en la constitución política y en los instrumentos internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad.

Refirió que es el habeas corpus la garantía más importante para la protección del derecho a la libertad; sin embargo, no es absoluto, pues su aplicación se supedita al debido proceso.

Que según lo establece la carta política y lo desarrolla la Ley 1095 de 2006, el habeas corpus es un derecho fundamental que ampara la libertad personal y, es procedente en los siguientes casos, cuando la aprehensión de una persona se lleva a cabo por fuera de las formas constitucionales y legales previstas, esto es, cuando no se hace i) al amparo de una orden judicial previa, ii) en flagrancia, iii) por captura públicamente requerida y iv) por captura administrativa.

Refirió que la procedencia del habeas corpus depende de que las actuaciones realizadas con la privación ilegal de la libertad o la prolongación de la misma, no estén siendo revisadas por el Juez natural, pues ello conduce a que exista una injerencia indebida en las facultades que le son propias al juez que conoce de la actuación.

Descendiendo al asunto bajo examen y luego de relatar las circunstancias que encontró probadas en el expediente, refirió que se constató de manera fácil que el detenido inició un trámite judicial ordinario con el propósito de solicitar su libertad, la que fue resuelta por el juez competente en el sentido de negarla al no encontrar verificado el pago de la multa impuesta.

Luego de referirse a diferentes pronunciamientos judiciales,  señaló que el accionante acudió de manera alternativa al juez constitucional con el fin de reclamar un derecho que le había exigido al juez natural, lo que evidencia que su propósito no es otro que usar el habeas corpus como un procedimiento sustitutivo o de tercera instancia.

Que el solicitante contó con los medios propios del trámite ordinario para hacer valer los beneficios a los que dice tener derecho, y a los cuales debe acudir de manera preferente, en lugar de hacer uso de este mecanismo excepcional.

Que es el Juzgado Quinto de Brigada, quien tiene la competencia para pronunciarse sobre la concesión de la libertad provisional, la cual se encuentra suspendida hasta que el condenado inicie el pago de la multa.

V.- APELACIÓN

Notificado el accionante y la solicitante de esta habeas corpus, la esposa del detenido en la diligencia de notificación manifestó que apelaba la decisión, sin que explicara las razones de su inconformidad.

II.-CONSIDERACIONES

1.- Generalidades del Habeas Corpus

El derecho fundamental a la libertad, es de aplicación inmediata como cualquier otro derecho de la misma estirpe, y fue consagrado en el artículo 28 de la Constitución Política de 1991. En éste se proclamó que la libertad es inherente a la condición humana y que por lo mismo a todas las personas naturales se les debe respetar el derecho a no ser molestados, ni su domicilio registrado, como tampoco ser privados de la libertad de locomoción mediante arresto o reclusión en centro carcelario “sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley.”.

Si bien el derecho a la libertad es de carácter fundamental, y por lo mismo mantiene una relación innegable y estrecha con los postulados esenciales que la informan, como los son el principio de legalidad y el debido proceso, el constituyente consideró que su protección no se surtiera bajo la acción de tutela, adoptada para la garantía y defensa de los derechos fundamentales. Para tal fin estableció el Habeas Corpus, concebido en el artículo 30 Superior en los siguientes términos:

“Artículo 30.- Quien estuviere privado de su libertad, y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el habeas corpus, el cual debe resolverse en el término de treinta y seis horas.”

Este instrumento acogido por el constituyente, asumió un mecanismo constitucional más expedito que la acción de tutela para garantizar la defensa del derecho fundamental a la libertad cuando la persona objeto de la privación considere que ello acaeció en forma ilegal. 

En su desarrollo prescribió i) una especie de competencia universal para todos los operadores judiciales  - con precisiones que no viene al caso hacer en esta providencia -, ii) que el conocimiento de la acción procede en todo momento, y iii) que la decisión, en primera instancia, debe proveerse en el término perentorio e improrrogable de 36 horas, las cuales cuentan sin interrupción alguna dada la urgente necesidad de determinar si el interesado está injustamente privado de la libertad y que, por ello, es preciso ordenar que cese inmediatamente la medida.

El Congreso de la República, a través de la Ley Estatutaria 1095 de 2 de noviembre de 2006, reglamentó la acción constitucional de Habeas Corpus, norma que en su artículo 1º definió las dos circunstancias por las cuales procede ese instrumento por violación del derecho fundamental a la libertad, a saber: 

“El habeas corpus es un derecho fundamental y, a la vez, una acción constitucional que tutela la libertad personal cuando alguien es privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, o esta se prolongue ilegalmente. Esta acción únicamente podrá invocarse o incoarse por una sola vez y para su decisión se aplicará el principio pro homine.

El habeas corpus no se suspenderá, aun en los Estados de Excepción.”

Conforme a lo anterior, el derecho fundamental a la libertad puede protegerse mediante el habeas corpus ante alguna de las siguientes situaciones: i) cuando la persona privada de la libertad fue objeto de esa medida con violación de las garantías constitucionales y legales, esto es, que su detención no se ajustó al marco jurídico que regula la materia y que, por tanto, se puede calificar de ilegal o injusta; y ii) cuando a pesar de haberse ordenado legalmente la detención de la persona imputada, se ha configurado con posterioridad a ello o en el curso del respectivo proceso una causal legal que le permite recuperar la libertad, que no se otorga ni se hace efectiva por la autoridad competente, con lo cual se materializa la prolongación injusta de la reclusión en centro carcelario.

Sin embargo, este dispositivo constitucional no es el único instrumento jurídico establecido para intentar recuperar la libertad. Dentro del proceso ordinario existen igualmente mecanismos para que la autoridad competente examine la situación jurídica del imputado y decida si su privación ocurrió en forma ilegal o si esa situación se está prolongando en el tiempo de manera injusta por haberse configurado alguna causal para dejarlo en libertad. 

Es precisamente lo que ocurre con el artículo 317 de la Ley 906 de 31 de agosto de 2004 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal”, recientemente modificado por la Ley 1760 del 6 de julio de 2015, que consagra las causales que se pueden invocar ante el juez de control de garantías para recobrar ese derecho fundamental, cuya decisión puede ser objeto del recurso de apelación.

Lo dicho hasta el momento pone de presente que en torno a la protección del derecho fundamental a la libertad de las personas detenidas en centros carcelarios coexisten los mecanismos procesales inherentes al proceso ordinario, de conocimiento del juez de control de garantías, y la acción constitucional de habeas corpus a cargo de un juez constitucional. 

Pese a la coexistencia de los mecanismos propios del proceso ordinario y el de orden constitucional, ello no implica que en principio, la persona afectada con la medida restrictiva está en completa libertad de escoger y activar el instrumento que más le agrade o que más se avenga a sus necesidades legales. 

En efecto, se mantiene una especie de subordinación del dispositivo constitucional al legal, según la cual bajo circunstancias de normalidad funcional de la Rama Judicial del poder público el interesado debe canalizar sus peticiones a través del proceso ordinario, y para ello debe dirigirse al juez competente para que examine su situación y decida si debe ser puesto en libertad o no, providencia contra la cual puede formular los recursos legales. Al efecto se ha dicho:

“La coexistencia del juez natural de la causa penal y del juez constitucional del habeas corpus ha llevado a indagar si entre ambos puede predicarse una especie de paralelismo judicial, como si a discreción del sindicado quedara la escogencia del juez - ordinario o constitucional -, que debe resolver si su detención o la continuidad de esa medida, estuvieron ajustadas al ordenamiento constitucional y legal.

La respuesta a dicho problema jurídico se ha inclinado por la imposibilidad de ese paralelismo. La jurisprudencia, tanto de la Corte Suprema de Justicia, como del propio Consejo de Estado, ha sido contundente en sostener que lo propio es que el interesado acuda ante el juez de la causa penal y le solicite su libertad con fundamento en los supuestos de hecho y de derecho que considere dan pie a recuperar su libertad.”

Y así ha de ser, puesto que el juez constitucional del habeas corpus no se concibió para arrebatarle ni suplantar en sus funciones al juez penal de control de garantías. Su intervención solamente debe ocurrir de manera excepcional, cuando las circunstancias del caso lleven a concluir que su mediación es necesaria debido a factores extraordinarios que, vr. gr., impidan el normal funcionamiento del servicio de administración de justicia.

2.- Caso concreto: 

El señor William Alexander Páez Pinzón, en favor de quien se invocó este habeas corpus enfrenta una condena penal impuesta por la justicia penal militar, en razón a que se le encontró culpable del delito de peculado por apropiación.

Para cumplir la pena privativa de la libertad que le fue impuesta mediante sentencia del 1° de septiembre de 2011 se profirió la correspondiente orden de captura, la que se ejecutó el 18 de julio de 2015 y desde tal fecha, se encuentra recluido en el Batallón de Ingenieros N° 3 “CR. AGUSTIN CODAZZI”, según respuesta que rindió el comandante de dicha unidad militar
.

También está probado que dado el avance de la condena cumplida, el recluso solicitó ante el juez de conocimiento de la justicia militar se accediera a la libertad condicional en razón a que ya había cumplido las 3/5 partes de la condena que le fue impuesta.

A este requerimiento el Despacho competente se pronunció negando su petición de libertad por cuanto señaló que si bien encontró cumplida la condición objetiva para su procedencia (tiempo) y los requerimientos subjetivos para adoptar la medida, relativos al buen comportamiento del detenido, la ausencia de prueba que indicara que efectuó el pago de la multa que le fue impuesta restringía la posibilidad de concederle la libertad.

Refirió que de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 64 de la Ley 1407 “Por la cual se expide el Código Penal Militar” la concesión de la libertad al condenado “estará supeditada al pago total de la multa y de la reparación a la víctima”.

En observancia de esta norma consideró que “mientras el Interno no haga la cancelación total de la multa no se le concederá el mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad o por lo menos no inicie con el pago de la misma y lo acredite ante este Estrado Judicial y lo haga en un lapso no mayor a tres (3) años, no le será concedido”.

 La norma en que se fundó esta decisión es del siguiente contenido:

“ARTÍCULO 64. LIBERTAD CONDICIONAL. El juez podrá conceder la libertad condicional al condenado a pena privativa de la libertad previa valoración de la gravedad de la conducta punible, cuando haya cumplido las tres quintas partes de la pena y su buena conducta durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena. En todo caso su concesión estará supeditada al pago total de la multa y de la reparación a la víctima.

El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como período de prueba. Cuando este sea inferior a tres años, el juez podrá aumentarlo hasta en otro tanto.”

La razón que expuso de manera enfática la solicitante de este habeas corpus, radicó en que de conformidad con el parágrafo del artículo 4°
 de la Ley 1709 de 2014 “Por medio de la cual se reforman algunos artículos de la Ley 65 de 1993, de la Ley 599 de 2000, de la Ley 55 de 1985 y se dictan otras disposiciones”, no es posible exigir el pago de la multa para hacerse beneficiario de la libertad condicional.

Este Despacho, tal como lo precisó al referirse a las generalidades de la acción de Habeas Corpus, reitera que la garantía fundamental del debido proceso, en su vertiente del juez natural, impone que en condiciones de normalidad todo lo relativo a la libertad de las personas involucradas en una investigación criminal se canalice a través de los jueces ordinarios y no del juez constitucional. 

Si bien el juez constitucional del Habeas Corpus tiene la trascendental misión de resguardar el derecho fundamental de la libertad personal cuando ésta se ve afectada porque la detención se produce a espaldas de la Constitución y la ley, o porque sobrevienen hechos que justifican poner inmediatamente en libertad al condenado, su campo de actuación no llega al extremo de desplazar en el ejercicio de sus funciones al juez competente de resolver sobre la libertad del detenido.

Es el funcionario que en la actualidad debe encargarse de valorar si se dan las condiciones que ameriten conceder la libertad del condenado, cuyas decisiones admiten la posibilidad de ser recurridas ante el superior funcional para que las examine y provea conforme a derecho, tal como lo tiene previsto el artículo 191
 del Código Penal Militar. 

Por tanto, para este Despacho la decisión adoptada por el auto del 12 de julio del año en curso, que negó la solicitud de libertad condicional en favor del SV ® William Alexander Páez Pinzón, por no haberse acreditado el pago de la multa que le fuera impuesta, en la medida en que es susceptible del ejercicio de recursos, desplaza la necesidad de que el juez constitucional intervenga y se pronuncie sobre el aspecto se considera como constitutivo de prolongación ilegal de la libertad del condenado.

Ahora bien, según se pudo establecer de conversación telefónica
 con el Juzgado Quinto de Brigada y de la obtención de copia de la decisión adoptada el 12 de julio de 2016
, al peticionario se le informó
 que contra esa decisión procedían los recursos de reposición y apelación en los términos de los artículos 356 y 359 de la Ley 522 de 1999.

Y fue en virtud a ello, precisamente que el condenado presentó recurso de apelación el 18 de julio de 2016 a las 9:25 de la mañana, escrito que fue remitido desde el sitio de reclusión por el servicio postal.

Estas circunstancias, evidencian que la actuación que surtió con posterioridad - 18 de julio de 2016 - a la definición del habeas corpus la que se adoptó el 15 de julio de 2016, era la procedente para cuestionar la decisión que el actor considera lesiva de sus derechos al reclamar la concesión de la libertad condicional, la que se insiste, debe ser objeto de análisis mediante la definición de los recursos ordinarios previstos para el efecto.

Así las cosas, es evidente que este mecanismo de orden constitucional, resulta improcedente para los reclamos invocados por el actor, pues lo correcto, conforme al esquema jurídico colombiano es que el juez ordinario y no el constitucional, y determine si el condenado es beneficiario o no de la libertad que solicita. 

Todo lo anterior evidencia que el accionante evitó en un primer momento la interposición de los recursos procedentes ante la negativa que obtuvo de la Juez Quinta de Brigada, y accionó este mecanismo que por tal omisión resulta improcedente, pues de ninguna manera constituye un control de legalidad de las providencias adoptadas en el curso de un proceso penal.

Al respecto es del caso señalar que la Corte Suprema de Justicia ha sido enfática en señalar que:

 “Es claro, y así lo ha reiterado la jurisprudencia de la Sala
, que si bien el habeas corpus no necesariamente es residual y subsidiario, cuando existe un proceso judicial en trámite no puede utilizarse con ninguna de las siguientes finalidades: i) sustituir los procedimientos judiciales comunes dentro de los cuales deben formularse las peticiones de libertad; ii) reemplazar los recursos ordinarios de reposición y apelación a través de los cuales corresponden impugnarse las decisiones que interfieren el derecho a la libertad personal; iii) desplazar al funcionario judicial competente; y iv) obtener una opinión diversa - a manera de instancia adicional - de la autoridad llamada a resolver lo atinente a la libertad de las personas.”
 

Por estos razonamientos, el Despacho concluye que la decisión  proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en cuanto concluyó que al juez constitucional no le es dable abrogarse competencia del juez natural del procesado para decidir sobre su libertad, se ajusta al ordenamiento jurídico. 

En mérito de lo expuesto, la suscrita Magistrada del Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Quinta, 

RESUELVE:

Primero.- CONFIRMAR la decisión de improcedencia del de Habeas Corpus planteado por el señor WILLIAN ALEXANDER PAÉZ PINZÓN, proferida el 15 de julio de 2016 por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca. 

Segundo.- NOTIFICAR personalmente esta providencia al señor WILLIAN ALEXANDER PAÉZ PINZÓN y a la solicitante que obró en su nombre. Comuníquese a los demás interesados por el medio más expedito.
Tercero.- DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera de Estado
� A través de la Sentencia C-187 de 2006 la Corte Constitucional practicó la revisión previa del Proyecto de Ley Estatutaria No. 284/05 Senado y No. 229/04 Cámara, "Por medio de la cual se reglamenta el artículo 30 de la Constitución Política”, de acuerdo con el artículo 153 de la Constitución Política. Allí declaró EXEQUIBLE este artículo "bajo el entendido de que la expresión “por una sola vez” contenida en su texto, significa que el Habeas corpus  se podrá invocar o ejercer por una sola vez respecto de cada hecho o actuación constitutiva de violación de los derechos protegidos mediante el artículo 30 superior".


� Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Quinta. Auto de 9 de mayo de 2012. Expediente: 730012331000201200251-01. Accionante: Wilson Julián Ospina Gómez. C.P. Alberto Yepes Barreiro. Sobre el particular también pueden consultarse los siguientes pronunciamientos: Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Penal. Sentencia del 27 de septiembre de 2000. Expediente: 14.153. Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Penal. Auto del 16 de octubre de 2008. Expediente: 30.669. M.P. Dr. Jorge Luis Quintero Milanés.


� Folio 15 -16 del expediente.


� “Artículo 4o. Penas y medidas de seguridad. Son penas privativas de la libertad personal las previstas en la ley para los imputables, como la prisión y el arresto.


La prisión es la pena privativa de la libertad impuesta, mediante sentencia, como sanción por la comisión de un delito y se cumple en un establecimiento penitenciario o en el lugar de residencia o morada del condenado o en el lugar que el juez determine.


El arresto es la pena privativa de la libertad impuesta como sustitutiva de la pena de multa, como unidad de multa, y se cumple en los establecimientos especialmente destinados para este efecto o en el lugar que el juez determine.


La pena de prisión podrá ser intramural o domiciliaria. La prisión domiciliaria es sustitutiva de la prisión intramural.


Son medidas de seguridad las aplicables a los inimputables conforme al Código Penal.


PARÁGRAFO 1o. En ningún caso el goce efectivo del derecho a la libertad, a la aplicación de mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad o a cualquier otro beneficio judicial o administrativo, podrá estar condicionado al pago de la multa.


PARÁGRAFO 2o. En firme la sentencia, la misma se remitirá a la jurisdicción coactiva para que se ejecute el cobro de la multa como pena accesoria a la pena de prisión.


PARÁGRAFO 3o. En los eventos en los cuales la persona condenada carezca de los medios para el pago de la multa, el juez dispondrá que preste un servicio no remunerado en beneficio de la comunidad. Las entidades territoriales informarán a los jueces de ejecución de penas sobre los trabajos que pueden prestar las personas que carezcan de medios para el pago de la multa.”


� “ARTÍCULO 191. DOBLE INSTANCIA. Las sentencias y los autos que se refieran a la libertad de indiciado o acusado, que afecten la práctica de pruebas o que tengan efectos patrimoniales, salvo las excepciones previstas en este Código, serán susceptibles del recurso de apelación.


El superior no podrá agravar la situación del apelante único.”


� Llamada atendida por la Secretaria del Juzgado Quinto de Brigada de la ciudad de Bogotá.


� Se integra al expediente en 4 folios.


� Para notificar esta decisión se comisionó al Juzgado 52 de Instrucción Penal Militar de la Brigada de Buga.


� Auto de 21 de abril de 2008, radicación No. 29638.


� Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Penal. Auto del 16 de enero de 2009. Acción de Habeas Corpus 30.166. M.P. Dr. Javier Zapata Ortiz.





